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Presentación

La Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Navanethem Pillay, realizó este año su primera visita a Bolivia del 12 al 17 de noviembre de 2010. La Alta Comisionada es la principal funcionaria de las Naciones Unidas responsable de los derechos humanos, entre sus tareas se encuentra el estimular el diálogo y fomentar la cooperación con los gobiernos para reforzar la protección de los derechos humanos en el ámbito nacional.
Esta visita tuvo como propósito obtener, de forma directa, una comprensión de las dinámicas actuales en el Estado Plurinacional de Bolivia con relación a los derechos humanos, incluyendo los progresos en ciertas áreas, así como temas específicos de preocupación. 
La Alta Comisionada se reunió con el Presidente Evo Morales Ayma, Ministros  y otros altos funcionarios gubernamentales, así como con representantes de la Asamblea Legislativa Plurinacional y del Órgano Judicial.
 La Sra. Pillay se reunió también con el Defensor del Pueblo, autoridades indígenas, miembros de la sociedad civil y organizaciones de derechos humanos, con éstas últimas se inició su agenda en un encuentro realizado el sábado 13 de noviembre, en el que por el espacio de dos horas aproximadamente las diferentes organizaciones se dirigieron de forma directa a la Alta Comisionada para hacerle conocer sus puntos de vista sobre diversos temas en materia de derechos humanos.
Aunque el tiempo de presentación para cada tema (5 minutos) fue muy corto las organizaciones hicimos un esfuerzo por sintetizar los temas más relevantes, destacando los avances pero también las preocupaciones en materia de derechos humanos, sugiriendo en cada caso algunas recomendaciones que se consideraron debieran extenderse a las autoridades. Es importante tomar en consideración que anteriormente ya las organizaciones de derechos humanos elaboramos un informe con motivo del Examen Periódico Universal de Bolivia realizado en febrero de este año y que fue de conocimiento de la Alta Comisionada, por lo que en esta reunión se buscó ampliar y en su caso actualizar esta información. 
La presente publicación, corresponde al informe presentado por varias de las organizaciones de derechos humanos que participamos en la reunión sostenida con la Alta Comisionada, así como la declaración de prensa que la Sra. Navanethem Pillay hizo al concluir su visita a Bolivia.
La Paz, diciembre de 2010
CONTEXTO DE LOS DERECHOS HUMANOS EN BOLIVIA

Una parte de la historia de Bolivia, es la historia de una sistemática violación de DDHH. Como muchos otros pueblos, en la época moderna, fue víctima en las dictaduras militares e incluso en gobiernos democráticos, de masacres, intolerancia, detenciones, exilio, racismo, discriminación,  pobreza y exclusión social de sus grandes mayorías. Pero también, hay una rica historia de logros en la adversidad y conquistas de derechos.
Los tiempos de cambio que vive el país, han dado lugar a una Nueva Constitución Política del Estado (NCPE), donde está incorporado un catálogo amplio de derechos Civiles y Políticos, así como los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y medioambientales, como uno de los avances más significativos de nuestra historia nacional;  la Nueva Constitución Política boliviana, creemos, es un aporte a los DDHH de los pueblos. Además, está la aprobación y vigencia actual del Plan Nacional de Acción de DDHH y otras políticas sociales a favor de varios sectores excluidos de nuestra sociedad y, el reencuentro pluricultural con nuestros pueblos indígenas originarios campesinos, prometen una Bolivia  en ejercicio progresivo de derechos, sin que ello signifique la desaparición de los conflictos, tanto por la enorme deuda social e histórica, como por la reacción virulenta y sistemática de sectores conservadores que se aferran a sus privilegios y que continúan siendo un verdadero poder en este país, de ahí las dificultades para que las grandes mayorías tengan acceso a todos los derechos como siempre mandó la ley. 

Este proceso sin embargo, tiene al frente varios desafíos,  como llevar a la práctica todos los derechos contenidos en la Constitución que debe ser el mayor de todos, pues este requiere transformaciones estructurales; atacar los bolsones de violación de derechos en el área rural; alcanzar la equidad de género, garantizar los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) para todos y todas, una nueva manera de ver el desarrollo en equilibrio con la naturaleza y un sistema judicial realmente justo.
El centralismo político y económico del pasado fue también el centralismo de los derechos, por ello, la pluriculturalidad y plurinacionalidad, serán una conquista si se es capaz de construir la unidad en la diversidad de todas las culturas y cosmovisiones, cuya responsabilidad fundamental es de los gobernantes por su deber de crear consensos e imaginarios colectivos. 

Bolivia siempre fue un país con profusa normativa, algunas muy avanzadas, pero con una distancia abismal con la realidad. Hay un conjunto de normas, políticas públicas e iniciativas estatales, que siguen siendo formales y no terminan de materializarse. El proceso de adecuación normativa con la NCPE,  debe ser  participativo e inclusivo y aún así no garantiza que no se vulneren DDHH, por lo que es imperativa la difusión de todo el andamiaje de leyes que se viene aprobando y la apropiación por parte de la población para su ejercicio y de las autoridades y servidores públicos para su cumplimiento.
REPARACIÓN A VÍCTIMAS DE VIOLENCIA POLÍTICA

La ley Nº 2640 del 11 de marzo de 2004 establece el resarcimiento a víctimas de violencia política y, a raíz de esta ley solicitaron resarcimiento más de 6.200 víctimas de violencia política, pero no existe ningún avance en este tema.

El Consejo de Calificación (CONREVIP) trabajó más de 6 años y los resultados de la evaluación de los expedientes dieron como resultado que sólo 218 personas ameritaban resarcimiento (3,5%) y en el caso de asesinados y desaparecidos, en más de un 90%, sólo podrían beneficiarse con “honores”, lo cual quiere decir que en el país, a criterio del Gobierno no hay víctimas y no hubo dictaduras entre 1964 y 1982, no hubo “Plan Cóndor” organizado por las dictaduras de América Latina con el propósito de hacer desaparecer a hombres y mujeres revolucionarios y líderes sociales.

Ante los reclamos se determina organizar la Comisión Técnica de Calificación (COMTECA) el año 2009, pero a partir abril de este año, se convoca a organizaciones de DD.HH. y de ex -presos con el fin de modificar los criterios de calificación para reconsiderar sólo los casos presentados para tal fin, que alcanza a un número alrededor de 2.500 expedientes. En reuniones surgieron criterios importantes para el proceso de reconsideración; sin embargo cuando presentaron el “Manual de Calificación” que sirve de base para la reconsideración se evidenció que no existen cambios sustanciales y que los criterios de calificación son los mismos, con excesivas formalidades en las pruebas sin tener en cuenta que los regímenes dictatoriales al reprimir a la población se cuidaba no dejar rastros y procedía a eliminar sistemáticamente cualquier evidencia de las vulneraciones cometidas. Consideramos que la carga probatoria es demasiado onerosa para las víctimas. En un primer listado de personas favorecidas, supuestamente trabajados con nuevos criterios, alrededor de un 30% quedan marginados.
En conclusión, se establece que no existe voluntad política para reconocer que en el país existen víctimas a quienes corresponde una reparación integral; el proceso de resarcimiento se rige por excesivos formalismos y obstáculos que limitan la reparación integral; no se cumplen los estándares internacionales de derechos humanos; y se incurre en la revictimización de quienes lucharon por nuestra democracia, manteniéndose la vulneración de derechos humanos.   
DESCLASIFICACIÓN DE ARCHIVOS DE LAS FFFAA
Mediante orden judicial emanado del juicio “Marcelo Quiroga Santa Cruz y otros, contra la dictadura de Luís García Meza”, se instruyó el acceso a los archivos militares con el propósito de encontrar información de los restos de los hasta ahora desaparecidos forzados, sin embargo no hay avance en este tema. 

La fiscalía (Ministerio Público), a cargo del Dr. Milton Mendoza, intenta cumplir con la orden del juez, sin embargo, el Fiscal General le quita las funciones de organizar y dirigir el proceso que implica la desclasificación y nombre al Dr. Montellano, quien aduce que visitó a las FF.AA. y no encontró ningún archivo acerca del tema de los desaparecidos. Las FF.AA. por su parte, protestaron de manera vehemente sobre los intentos que pretendía impulsar el Dr. Mendoza.

Es imperioso proceder a desclasificar los archivos de las FF.AA, lo que implica recuperar la memoria histórica y permitir la vigencia del derecho a la verdad. Es necesario que el Ministerio de Justicia y el Presidente  generen una norma, para que realmente se pueda desarchivar, investigar y emprender el juzgamiento de los responsables.

El año 2003 “se establece” el Consejo Interinstitucional para el Esclarecimiento de las Desapariciones Forzadas (CIEDEF) del cual forman parte 4 Ministerios y ASOFAMD. El tema de desclasificación está prácticamente ausente de sus preocupaciones fundamentales, no se investiga ni se “Esclarece” lo ocurrido durante las dictaduras, no se quiere identificar a los responsables de los delitos y menos iniciar proceso contra los violadores de los DD.HH. y hacer justicia. Las protestas de ASOFAMD no son atendidas.

Se debe impulsar la Ley de creación de la “Comisión de la Verdad”, proyecto presentado por ASOFAMD a la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados. Con ella podría avanzarse hacia el esclarecimiento de los hechos ocurridos durante las dictaduras, podría lograrse el acceso a los archivos de las FF.AA. podrían identificarse a los responsables de delitos cometidos contra los DD.HH. y, pese a los años transcurridos, aún se podría encontrar restos de desaparecidos forzados. Finalmente, podría dar lugar al inicio de procesos judiciales en busca de justicia y reparación integral a las víctimas de violencia política.
IMPUNIDAD

El Estado vive cambios políticos estructurales significativos sin embargo existen varios problemas que muestran que la impunidad persiste, por la falta de voluntad política, porque en las instituciones aún se mantienen estructuras anteriores y no se ha producido renovación de las personas encargadas de impulsar la lucha por la justicia y contra la impunidad.

En éste marco se tienen algunos casos de violación a los derechos humanos:

· Juicio contra Sánchez de Lozada, radicado en la Corte Suprema de Justicia por los acontecimientos de octubre de 2003, no tiene sentencia. 

· En Sucre se evidencio discriminación, violencia, sabotaje que originó los casos “La Calancha” y “25 de Mayo”, que por inercia de las autoridades policiales, Ministerio Público y judiciales permanecen en la impunidad.

· La actitud desestabilizadora con implicaciones de terrorismo fue develada, a cuya consecuencia el “Caso Rosza” muestra que algunos prefectos no se sujetaron a derecho ni preservaron los derechos humanos.

· En Pando se generó el “Juicio contra Leopoldo Fernández”, no se juzga a todos los autores ni se iniciaron los trámites de extradición, el juicio radicado en el Juzgado 8° de Sentencia de La Paz, marcha muy lentamente.

· Problemas limítrofes entre provincias del norte de Potosí y Oruro generaron enfrentamientos, asesinato de policías y problemas sociales como huelgas,  el caso se encuentra paralizado judicialmente porque el Ministerio Público y la Policía no avanzaron en las investigaciones.

· En mayo, policías agredieron a habitantes de Caranavi quienes bloqueaban la ruta La Paz - Yungas falleciendo Fidel Mario Hernany Jiménez y David Callisaya Mamani, durante los hechos se pudieron evidenciar acciones de la Policía Boliviana que vulneraron la DD.HH. Posteriormente se inició  persecución a la defensa de los pobladores de Caranavi.
· La investigación del asesinato de David Olorio Apaza en dependencias policiales de El Alto, implicado en el atraco a Vías Bolivia el 4 de julio, avanza con lentitud, y no se juzga a los autores.
AUSENCIA DE ATENCIÓN EN SALUD Y SALUD MENTAL A LAS PERSONAS AFECTADAS POR LA VIOLENCIA POLÍTICA
Con el advenimiento del Presidente Evo Morales Ayma y el fortalecimiento de los movimientos campesinos ocurrieron hechos de represión política en contra la población campesina y con el apoyo de las autoridades políticas departamentales y/o regionales. En particular:

· En Cochabamba el 11 de enero 2007

· En el Alto Parapeti (depto. Santa Cruz) a partir del 29 de febrero 2008

· En Sucre el 24 de mayo 2008

· En Porvenir (depto. Pando) el 11 de septiembre

En Cochabamba y Porvenir hubo inclusive muertos.

Fruto de esa represión, muchas personas quedaron afectadas física y psicológicamente, pero hasta la fecha ni el Ministerio de Salud, ni el Vice Ministerio de los Movimientos Sociales han desarrollado una política de intervención para atender esas personas y familias. El ITEI ha intervenido en Cochabamba, Chuquisaca (capital Sucre) y Pando  gracias al “Fondo de Contribuciones Voluntarias de las NNUU para las Víctimas de la Tortura” para atender esas personas que se sentían abandonadas por el Estado boliviano (queda una intervención urgente para el Alto Parapeti pero hasta ahora no hemos recibido financiamiento del “Fondo”). 
Y es así que lo que el ITEI está haciendo tendría que ser responsabilidad del Estado y lo hemos dicho en varias ocasiones sin ser escuchados. También hemos iniciado en Pando, gracias al apoyo de la Cruz Roja Internacional, un proyecto piloto de formación en Promotores/as en Salud Mental Comunitaria con representantes elegidos por las comunidades para crear una red de apoyo. Es un proyecto que podría hacer escuela a nivel nacional, pero parece que el Ministerio de Salud queda entrampado en un medicocentrismo limitante.
Recomendación

Nuestra preocupación es que el actual gobierno desarrolle políticas en salud y salud mental en los lugares de represión política porque se trata, en regla general, de las poblaciones las más humildes que son afectadas.

RACISIMO Y DISCRIMINACIÓN
La problemática del racismo y la discriminación es diversa y tiene raíces profundas. La discriminación hacia las poblaciones indígenas, tiene carácter estructural, muestra de ello son los altos índices de pobreza, marginalidad, malnutrición y analfabetismo, así como el despojo de sus tierras y ausencia en el sistema político durante buena parte de nuestra historia.
No obstante, la discriminación no sólo ha afectado a esta población sino también a otras como las mujeres, fruto de las estructuras patriarcales y machistas que tienen sus principales manifestaciones en la violencia, la exclusión, el maltrato, el acoso político y la desigualdad de oportunidades para el acceso a la educación y el trabajo. Y también a las personas con capacidades distintas, adultos mayores, migrantes y a las diversidades sexuales y genéricas, entre otras.
Es así que la discriminación ha logrado permear todas las esferas de la sociedad boliviana, en el ámbito jurídico, económico, político, social, cultural, lo que finalmente se ha “naturalizado” en prácticas institucionales, sistema educativo, medios de comunicación y la vida cotidiana, que conlleva un peso adicional cuando tales actos se producen desde la administración pública, en la prestación de servicios tales como la salud, la educación o la justicia, donde los privilegios y el maltrato la caracterizaron.
Ante esa realidad la prohibición y sanción de la discriminación por cualquier motivo en la Constitución Política del Estado, la creación del Viceministerio de Descolonización y la Dirección General de Lucha contra el Racismo y la Discriminación,  la adopción de políticas sociales para sectores vulnerables y la aprobación de la Ley Nº 045 Contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación, en términos generales son avances importantes.
Sin embargo, la adopción de la Ley Nº 045,  ha generado un debate centrado en sus efectos en relación a los medios de comunicación, perdiendo de vista el alcance y propósito de esta Ley, así como el proceso que tuvo previo a su debate en la Asamblea Legislativa Plurinacional, convirtiéndose en una pugna en la que se busca ganar políticamente adoptando posiciones intransigentes. Se llegó en algún caso a negar el problema del racismo y la discriminación en Bolivia, se han tergiversado varias de sus disposiciones, se ha cerrado la discusión en torno a su contenido y, por último, se han realizado interpretaciones diversas y contradictorias en relación a su Art. 16,  mismo que establece sanciones a medios de comunicación que autorizasen y publicasen ideas racistas y discriminatorias, sin establecer de forma precisa mayores elementos para su aplicación, derivando para ello, a una Reglamentación que será la que determine el real alcance de este artículo, el cual deberá adoptarse sobre la base de un amplio proceso de concertación y participación social, señala la Ley y, además enmarcarse en los principios señalados por el derecho internacional de los derechos humanos tanto en relación a la prohibición y sanción de  actos de discriminación como de las restricciones a la libertad de expresión.
Recomendaciones
La reglamentación de la Ley Nº 045 requiere una actitud de mayor apertura al diálogo por parte de todos los actores y de autocrítica por parte de los medios, porque solo ello garantizará una norma que guarde equilibrios entre derechos y responda a los intereses de la población en general. Debe lograse una concertación en base a propuestas y argumentos. Las imposiciones o la autoexclusión en este proceso debieran revisarse.
El Plan contra el Racismo y la Discriminación que  señala la Ley Nº45 debería contar por parte del Estado con los recursos necesarios para su elaboración y principalmente su implementación. Asimismo es fundamental el apoyo de la OACNUDH en este proceso.
Debe cumplirse la Ley Nº 045 en todos sus aspectos y trabajarse con prioridad en la prevención y educación, sin negar el derecho a la justicia de víctimas de tales actos.
POBLACIÓN GLBT   
Los diferentes procesos que se han dado a favor de la población GLBT, han sido significativos gracias al esfuerzo de los movimientos sociales que llegaron a plasmar en la nueva CPE el derecho a la no discriminación por orientación sexual e identidad de género. Sin embargo iniciativas como  el Plan Nacional de Acción de Derechos Humanos aún no ejecutan las acciones programadas, siendo que el Estado Boliviano debería ser el responsable de implementarlas a partir del Ministerio de Justicia.
Recomendaciones
El Plan Nacional de Acción de Derechos Humanos requiere contar con los recursos asignados de manera efectiva para lograr operativizar todas las acciones comprometidas por parte del Estado en esta política.
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

La Constitución Política del Estado garantiza en su artículo 15 inc. 2 el derecho a vivir una vida sin violencia, reconociéndose de esta manera que la violencia contra las mujeres es un problema social que debe ser encarado por el Estado Plurinacional a través de la implementación de políticas públicas destinadas a la erradicación, a la sanción, reparación del daño y también para promover estrategias masivas para la desnaturalización del uso de la violencia como mecanismo de solución de conflictos y control del cuerpo de las mujeres. 

Sin embargo, el ejercicio de la violencia contra las mujeres, niñas/os, adolescentes, jóvenes y adultas, sigue constituyéndose en Bolivia como una flagrante violación de sus derechos humanos. 

Los índices de denuncia realizadas por mujeres en situación de violencia se ha incrementado en nuestro país.  Según los datos a nivel nacional
  se han registrado un total de 69.695 denuncias por violencia física, psicológica y sexual.  Y se tiene un promedio diario de 8 denuncias realizadas por mujeres.  Así también se han incrementado los delitos de Feminicidio
. Durante el 2009 se han registrado 98 feminicidios, de los cuales el 52% corresponden a feminicidio íntimo y se han producido 43 el 1º semestre de 2010, de los cuales el 49% de éste delito ha sido cometido por la pareja de la víctima.

Y, según los datos de DNI-Bolivia la violencia sexual contra NNA señalan "que el 6.4 % de las agresiones sexuales ocurren en la escuela y como mínimo en el país se denuncian 100 agresiones sexuales por día de clases”.

Recomendaciones

Ante esta situación se solicita que se recomiende al Estado boliviano que en la redacción del Nuevo Código Penal se incorpore como delito al feminicidio con 30 años de cárcel, se eleven las sanciones por lesiones leves, graves y gravísimas y se derogue el art. 254 que tipifica el homicidio por emoción violenta.  Propuesta que tiene por objetivo evitar que los delitos de feminicidio queden en la impunidad.

Por otro lado, es necesario solicitar se recomiende la implementación de estrategias y políticas estatales concretas que incidan en un cambio de actitudes de la población en su conjunto destinada a la desnaturalización de la violencia contra las mujeres, así como para la prevención y la atención sensibilizada y oportuna para las víctimas de éstos delitos.

DERECHOS SEXUALES Y DERECHOS REPRODUCTIVOS - ABORTO IMPUNE

En Bolivia no existe una ley o política pública específica sobre derechos sexuales y derechos reproductivos que recoja los compromisos internacionales del Estado boliviano, ni tampoco lo establecido en el Art. 66 de la Constitución Política del Estado, lo que se tiene es una política desde el enfoque de la salud.  Tampoco se cuenta con datos y estadísticas oficiales sobre la problemática, lo cual genera una falta de protección a los derechos de las adolescentes embarazadas, la prevención del cáncer del cuello uterino, mamario y prostático, prevención de infecciones de transmisión Sexual, anticoncepción y mortalidad materna.

De acuerdo a las pocas estadísticas que se puede obtener, 627 mujeres mueren al año por complicaciones del embarazo, parto y puerperio. El número de hijos/as por mujer es de 2,8 en el área urbana y 4,9 en el área rural, existen 151 casos de cáncer de cuello uterino por cada 100.000 mujeres entre 35 y 64 años. Aproximadamente, cada año, 80.000 jóvenes entre 15 y 19 años son madres: el  60 % de ese número manifiesta no haber planificado su maternidad, lo que hace que deban recurrir, muchas veces, a la realización de abortos clandestinos. A pesar de que la legislación penal establece la figura de aborto impune en situaciones determinadas como violación ó riesgo de vida de la madre, muchas autoridades impiden su autorización. Los abortos mal asistidos son la tercera causa de muerte de mujeres en el país. 

Los operadores de justicia tienen un criterio muy sesgado y prejuicioso sobre el tema, por lo que rechazan  la petición de aborto impune, obligando a niñas de 11 y 13 años a llevar adelante un embarazo no deseado ni planificado, provocando en ellas serios traumas psicológicos y una grave violación a sus derechos humanos. 

Recomendaciones:

Por lo señalado, solicitamos que se recomiende al Estado Plurinacional de Bolivia, la aprobación de una ley específica para el ejercicio de los Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos, así como la realización de adecuaciones y/o modificaciones al Código Penal, que permitan el ejercicio de una maternidad voluntaria en el marco de los derechos humanos.  

Asimismo, exigimos que el Estado Boliviano cumpla con el acuerdo amistoso MZ específicamente en la capacitación permanente a funcionarios públicos (jueces, fiscales, policía) en temas de DDHH, Género y todos los instrumentos internacionales que protegen los derechos específicos de las mujeres y además tener un control de los fallos que realizan los jueces que son violatorios a todos los acuerdos firmados por Bolivia.  

PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD 
Si bien,  los derechos y la situación de las PPL están considerados en la Nueva Constitución Política del Estado y en el Plan Nacional de DDHH, en la práctica no hay avances cualitativos, por el contrario su situación ha empeorado, desde el informe desarrollado para el EPU. 

Bolivia cuenta con 53 recintos penitenciarios (17 urbanos y 36 rurales) con una capacidad total para albergar a 4700 personas
.  El número de PPL, se ha incrementado de enero a julio de 2010 de 7500 a 8700
 (116%), agravando aún más los niveles de hacinamiento, más aún si se toma en cuenta  a los 2000 niños y niñas que de acuerdo a UNICEF viven recluidos junto a sus padres. A esto, se suma la falta de infraestructura adecuada (la mayoría de los recintos penitenciarios son construcciones adaptadas); insuficientes servicios médicos; alimentación deficitaria (5.5 bolivianos equivalentes a 0.78 centavos de dólar por día por persona), inexistencia de división de la población penitenciaria por categorías; inexistencia de programas serios de rehabilitación ni de reinserción social post penitenciaria y mucho menos programas de prevención y trabajo con adolescentes en conflicto con la ley. 

El incremento del número de PPL entre otras cosas se explica por las últimas leyes promulgadas, que tienden a la creación de nuevos tipos penales
 y al endurecimiento de penas; al abuso de la detención preventiva; al incremento los requisitos para optar por la libertad condicional y al incremento del tiempo para la extinción de la acción penal por retardación de justicia (Ley 007). 
Recomendaciones

Por estas razones es necesario una mejora general de las condiciones en los centros penitenciarios en cuanto a infraestructura, servicios y políticas penitenciarias en cumplimiento de los tratados internacionales ratificados por Bolivia, la Constitución Política del Estado y el Plan Nacional de DDHH; tomar en cuenta los derechos de las personas privadas de libertad en los procesos de adecuación normativa pendientes; priorizar la situación de las mujeres y niñez.

DERECHO HUMANO A UNA ALIMENTACIÓN ADECUADA (DHAA)
Este Derecho ha sido incluido en la Constitución Política del Estado y de manera transversal  la Seguridad Alimentaria Nutricional (SAN) y Soberanía Alimentaria (SOBAL) en diferentes artículos y se ha constituido el Consejo Nacional de Alimentación y Nutrición como órgano del Estado encargado de promover políticas públicas sobre este Derecho, asimismo, algunas políticas públicas sectoriales han incluido en sus postulados al Derecho a la Alimentación.

Sin embargo si bien el número de hambrientos en el mundo ha disminuido, en América Latina se mantiene en 53 millones, en Bolivia se evidencia una evolución positiva en los indicadores de pobreza (de 63% a 53%) y en el porcentaje de desnutrición crónica de (27.3 a 21.8),  pero las cifras aún son altas y su confiabilidad cuestionada por los elevados porcentajes de muerte materna (229 por mil) y anemias (61%).

Las sequías e inundaciones; el incremento de producción de agrocombustibles y la falta de adecuación de la política comercial posiblemente sean algunas de las causas del alarmante incremento de precios y la disminución en la producción del volumen de alimentos. A pesar de los esfuerzos de la sociedad civil no se ha logrado la aprobación de una Ley Marco sobre este Derecho, los mecanismos de justiciabilidad no son efectivos, no existen normas claras respecto a inocuidad, control y donación de alimentos, transgénicos (en la CPE vigente hay una contradicción al respecto) y agrocombustibles. 
Recomendaciones

Es por ello, necesario discutir la relación entre DHAA, SAN y SOBAL para clarificar la normativa y las políticas públicas y garantizar el cumplimiento de las obligaciones internacionales en estos temas; adoptar un marco jurídico claro que regule todos los aspectos referidos a este derecho incluida su justiciabilidad; establecer mecanismos de coordinación y monitoreo eficaces y eficientes y metodologías de medición que permitan visibilizar con certeza los impactos en el DHAA; asumir acciones eficaces desde la perspectiva del DHAA para garantizar la disponibilidad de alimentos y combatir el alza indiscriminada de precios de los alimentos; combatir con políticas de Estado efectivas la desnutrición infantil; ampliar y formalizar espacios de participación y vigilancia de la sociedad civil que cuenten con información oficial actualizada y disponible; establecer programas de capacitación dirigidos a autoridades y operadores/as de justicia.

TIERRA Y TERRITORIO 
Existen avances muy importantes en las normas agrarias y en la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, respecto de la consolidación del territorio indígena originario campesino con cualidad gubernativa. En su implementación existen discrepancias tanto en el gobierno como en las organizaciones indígena originario campesino. En tierras bajas, los pueblos indígenas exigen concluir con el saneamiento y titulación de Tierras Comunitarias de Origen (TCOs), mientras que en comunidades de tierras altas (densamente poblado), demandan el saneamiento o la regularización de la propiedad agraria en el marco de la complementariedad entre los derechos de la propiedad colectivo y los derechos familiares-individuales. Esta región no está siendo atendido por el Estado. 

A 14 años de implementado el saneamiento de tierras, el Servicio Nacional de Reforma Agraria no respondió a las demandas y necesidades de pueblos y naciones originarias de tierras altas, referidos a: i) saneamiento y titulación de sus tierras, ii) resolución de conflictos por la tierra y iii) dotación en tierras fiscales para quienes no tienen o tienen poca tierra. En la presente coyuntura salió a flote una visión contrapuesta respecto a la forma de propiedad de la tierra. Las organizaciones indígenas de las tierras bajas defienden la propiedad colectiva expresado en las TCOs, en cambio, las organizaciones originarias y campesinas de tierras altas reclaman que la actual ley de tierras sea modificada, respecto a: i) dotación de tierras, ii) titulación complementaria entre derecho de propiedad colectivo y derecho de propiedad individual – familiar, iii) revisar el carácter inalienable e imprescriptible que tiene la tierra colectivas, iv) fomento a procesos de desarrollo productivos sustentable, v) nuevo programas de asentamientos humanos que sean viables y sostenibles, entre otras; aspectos que han sido planteados de acuerdo a la política actual de tierras. 

Un hecho concreto es el caso de la TCO del pueblo Leco en la región de Apolo del Norte de La Paz. Aquí el conflicto se tradujo en la disputa de un mismo territorio entre las comunidades indígenas Leco y las comunidades campesinas quechuas. Los segundos acusan a los primeros de acaparar mucha tierra para una población reducida y dejar sin tierra a las comunidades campesinas quechuas. Este es otro de los potenciales focos de conflictos, que tiene la particularidad de enfrentar a poblaciones de igual condición sociocultural y económica.

La Constitución reconoce a las naciones y pueblos indígena originario campesino al derecho a ser consultado mediante procedimientos apropiados, a través de sus instituciones, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles. En este marco, se respetará y garantizará el derecho a la consulta previa, informada y obligatoria, realizada por el Estado, de buena fe y concertada, respecto a la explotación de los recursos naturales no renovables en el territorio indígena originario campesino, así como a la participación de los beneficios de la explotación de estos recursos. Estos derechos no están siendo cumplidos desde el Estado, tanto para aprobar leyes que tienen mucho que ver con las naciones y pueblos indígenas, así como en la construcción de carreteras y la exploración y explotación de los recursos naturales no renovables.

Las TCOs deberán realizar el trámite administrativo de conversión a Territorio Indígena Originario Campesino (TIOC), en el plazo de un año desde la elección del Órgano Ejecutivo y Legislativo (hasta 26 de enero 2011). A la fecha no existe una norma que reglamente el procedimiento. Además, existen muchas exigencias para el tránsito de las TCO a TIOC y estas a la Autonomía Indígena Originario Campesino (AIOC). 

La Constitución reconoce el autogobierno y la libre determinación de las naciones y pueblos IOC, mientras que en la Ley Nro. 031 (Ley Marco de Autonomías y Descentralización), se advierte el excesivo tutelaje del gobierno en las AIOC. 
Recomendaciones

El Gobierno a través del INRA debe realizar el saneamiento de TCO y la pequeña propiedad de forma gratuita, sin costo, por tratarse de pueblos y naciones indígena originario campesino (conforme al reglamento de la Ley Agraria) 

El Estado debe respetar el derecho a la consulta de los pueblos indígenas.
Es necesario concertar la implementación del autogobierno con las organizaciones de los Pueblos y Naciones indígena originario campesino.
ACCESO A LA JUSTICIA 

Derecho a la Vida: Consideramos positivo que el Estado  conciba el derecho a la vida desde una perspectiva integral, reconociendo además que este derecho conlleva el establecimiento de criterios básicos para una vida digna como ser salud, educación, trabajo, etc. Además de que el cumplimiento de este precepto amparado en la Constitución Política del Estado y los tratados y convenios internacionales sea traducido en políticas del Estado. En el marco de la presentación del 3er Informe de Bolivia al Comité de Derechos Humanos del PIDCP sería importante sugerir o proponer criterios que viabilicen la coordinación entre Estados para la persecución  y juzgamiento de delitos lesa humanidad.

Derecho a la integridad personal física, psicológica y sexual (tortura): Creemos importante que el Estado desarrolle alianzas con organizaciones de la sociedad civil que prestan apoyo y/o asistencia a víctimas para garantizar que el plan de asistencia a víctimas y su rehabilitación integral alcance a las poblaciones vulnerables.

En esta línea creemos también importante la adopción de políticas efectivas de prevención de linchamientos, toda vez que constituye un crimen de lesa humanidad que afecta a la población en su conjunto, para esto sociedad civil a través de su experiencia y capacidades de alcance nacional puede constituirse en un aliado importante para el desarrollo de procesos de capacitación. Reconocemos como positivo el hecho de que se impulse la aprobación de la Ley de Implementación del Estatuto de  Roma que tipifica el embarazo forzado como un delito de lesa humanidad. 

Se debe también hacer énfasis en la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, para que su juzgamiento no sea sujeto a una interpretación jurisprudencial del carácter recurrente del derecho Internacional y el derecho doméstico.

Derecho a la Seguridad Pública: Sería importante hacer un énfasis especial en las medidas de prevención de delitos, aspecto que debiera abordarse desde varias perspectivas como ser las siguientes:

a) Corto Plazo: Análisis sobre la cantidad de funcionarios policiales por población debiendo garantizar especialmente en áreas periurbanas que exista al menos un efectivo cada 50 personas y retenes policiales por sectores. Medida que debe ser apoyada de manera conjunta con campañas de sensibilización a las poblaciones sobre el respeto de los Derechos Humanos y la prohibición de tomar la justicia por mano propia para fortalecer los alcances de la prevención.

b) Mediano Plazo: Sería oportuno que la escuela, comunidad, Policía Boliviana, Defensoría del Pueblo y otras instituciones de la sociedad civil desarrollen acciones de sensibilización desde la infancia y en las tres áreas de socialización de las personas: escuela, comunidad y sociedad. 

c) Largo Plazo: A largo plazo el Estado deberá tomar medidas para efectivizar derechos importantes en la persona como al trabajo y a la remuneración justa, políticas de reincersión de ex reos a la sociedad, apoyar las fuentes de trabajo que se generan desde los penales. 

Es importante analizar el problema de la delincuencia e inseguridad desde varias esferas tomando en cuenta teorías internacionales de criminalística, donde se ve que el crimen es un producto social y el endurecimiento de penas no es una medida efectiva si no viene acompañado de políticas de prevención sólidas.  

Derecho a la información pública: En este eje creemos necesario reforzar el principio de publicidad en el Sistema Judicial, estableciendo el derecho ciudadano de acceso a la información pública judicial, así como los mecanismos de difusión obligatoria de sentencias y resoluciones judiciales en todas las instancias a través de su publicación obligatoria en la página Web del órgano judicial, estableciendo sanciones disciplinarias para los funcionarios, jueces y magistrados que obstruyan el ejercicio de este derecho. La mejor garantía del juicio público es la oralidad, que debería ser aplicada en todas las materias
Derecho al Sufragio: Consideramos altamente favorable el plan de impulsar al Órgano Electoral a  crear papeletas en lenguaje braille y sugerimos, en esta línea, la impresión de papeletas en idiomas nativos para garantizar el acceso pleno a la información electoral por parte de todos los bolivianos. Asimismo, tomando en cuenta que el Órgano Electoral será la única instancia encargada de promover la información de los postulantes al Órgano Judicial que serán elegidos por sufragio, será importante establecer medidas que garanticen que esta información llegue a todos los bolivianos.

Derecho de los grupos en riesgo de vulnerabilidad: En este punto creemos importante impulsar un mayor involucramiento de las defensorías de la niñez y la adolescencia en la protección de los menores infractores y en el control y monitoreo a las políticas que en su favor sean promovidas por el PNADH.

Derecho al Acceso a la Justicia: En virtud del principio de participación ciudadana y control social se recomienda que todo proceso de ingreso a la Carrera Judicial, evaluación o promoción de categoría tenga una etapa de impugnación en la que cualquier persona pueda observar al candidato. Dichos procesos serán abiertos a la participación de veedores que representen organizaciones de la sociedad civil. Asimismo, se debería establecer un mecanismo de Audiencias Públicas sobre acceso y administración de justicia, que abra espacios de diálogo y consulta entre autoridades del sistema de justicia y organizaciones de la sociedad  civil para la planificación,  formulación, implementación y evaluación de políticas públicas sobre acceso y administración de justicia, en los que no se trataran casos individuales dentro lo jurisdiccional.

La Red Participación y Justicia considera importante impulsar la implementación de mecanismos alternativos para resolución de conflictos sin embargo sería importante precautelar que los mismos no sean aplicables a asuntos donde se vulneren derechos fundamentales (ejemplo violencia sexual o psicológica) y que esta conciliación no sea reducida sólo al ámbito judicial, por el contrario sería importante promover la apertura de nuevos centros de conciliación a nivel nacional, pudiendo para esto acoger a instituciones civiles y/o públicas que prestan asistencia gratuita a poblaciones vulnerables.

Conclusiones:

La Red Participación y Justicia considera que el PNADH es un documento estatal vanguardista y constituye un avance en cuanto a la protección de los Derechos Humanos en Bolivia, asimismo desarrolla las presentes sugerencias con el ánimo de contribuir a los fines propuestos y al fortalecimiento de las políticas que maximicen el efectivo goce y protección de los DDHH reconocidos por la CPE y los tratados y convenios internacionales.

NIÑEZ Y ADOLESCENCIA
Institucionalidad

Algunos de los avances institucionales más relevantes son: La elaboración del Plan Nacional de la Infancia, niñez y adolescencia 2009 – 2013 que no contó con mayores avances en torno a su implementación, la articulación e inclusión de las organizaciones de la sociedad civil para formular acciones de políticas públicas sectoriales (Plan Nacional de Acción de Derechos Humanos / Plan Nacional de la Infancia, niñez y adolescencia 2009 – 2013) y la creación de la  Mesa Técnica Nacional de Justicia Juvenil (18/08/2009), en la Vicepresidencia del Estado Plurinacional con la participación de más de 40 instituciones y 400 participantes, que no funcionó desde su creación.  
Sin embargo algunos de los problemas en éste campo con:

· Falta de capacidad técnica en el diseño de políticas públicas a mediano y largo plazo, muestran débil gestión en temas de NNA. Débil institucionalidad del sector (de Vice Ministerio de la Niñez Juventud y Tercera Edad – a Dirección de la niñez). Cambios en las instancias sub nacionales (gobernaciones – municipios) ocasionan designación de personas con  escasa especialidad  sobre la temática y una mínima ejecución de avance en los POAs de inversión y funcionamiento.   

· Falta de  funcionamiento del Consejo Nacional, 
Comisiones Municipales de la Niñez y Adolescencia, Consejos Departamentales de la NNA.  La ley Marco de Autonomías y Descentralización delega competencias en “desarrollo humano” a los municipios y no  así a las autonomías departamentales a quienes delega competencias en materia “social” (Art. 8 numerales 2  y 3) lo cual  incidiendo en la alta de funcionamiento de los Consejos Departamentales de la niñez y adolescencia.  

· Escasos  programas de atención  especializada para adolescentes en conflicto con la ley penal, NNA que viven en las calles,  trabajadores, indígenas en los diferentes niveles de gobierno

Normativa

Positivamente, la CPE presenta avances sustanciales en materia de derechos fundamentales, particularmente de sectores marginados y excluidos como son los NNA, la Ley de Protección Integral a NNA agrava las condenas para delitos cometidos contra NNA, existe un anteproyecto de Ley de Juventudes, que requiere ser mejorado en torno al grupo atareo que considera (15 – 26 años) y  para evitar la instrumentalización partidaria y política de los  Consejos y Organizaciones de la juventud y el anteproyecto de Reforma al Código Penal de Bolivia, que en su artículo 9 dispone que excluye  de la responsabilidad penal ordinaria a  los adolescentes menores de 18 años.
No obstante persisten las siguientes problemáticas:

· Se mantiene la edad de responsabilidad penal a los 16 años, adolescentes comprendidos entre 16 y 18 años son sometidos al procedimiento de adultos. La privación de libertad es la sanción más frecuente y la inexistencia de centros y programas de medidas no privativas de libertad, dificultan la aplicación de sanciones  no  socioeducativas no  privativas de libertad.

· Escasa decisión del Estado para promover la participación de los actores principales (NNA) en la formulación propuestas de  leyes, leyes y políticas públicas en los diferentes niveles. Los NNA no son considerados  como sujetos sociales, su situación de desarrollo es  percibida como inmadurez – carencia;  aún se los percibe como objetos  y son sometidos a diferentes formas de violencia física, psicológica y sexual; se invisibiliza y no  se toma en cuenta su diversidad cultural;  se  incrementa la percepción social de los adolescentes centrada en la “peligrosidad”. 
Economía
Políticas como el Bono Juancito Pinto,  Desayuno escolar,  Programas municipales de transporte escolar (comunidades alejadas) son positivas, sin embargo aún resulta, insuficiente la inversión pública orientada al funcionamiento de las DNA y a la ejecución de programas de atención y prevención  que estas instancias municipales tienen a su cargo.  Programas de prevención: de la violencia sexual, trata tráfico con fines de explotación laboral y/o sexual,  participación y fortalecimiento de la ciudadanía de NNA, de protección de NNA trabajadores, de NNA que viven en las calles.
Recomendaciones
· Jerarquización e institucionalización de la entidad cabeza de sector encargada de la formulación de políticas a corto, mediano y largo plazo sobre todo para abordar temas relacionados con políticas de: prevención y disminución de  la violencia sexual,  trata y tráfico de NNA con fines de explotación laboral y de comercio sexual, de adopciones nacionales  e internacionales.

· Disponer el incremento de presupuestos públicos orientados a la niñez y adolescencia  sobre todo aquellos que deben  garantizar el funcionamiento de las instancias de atención y protección creadas por ley (Defensorías Municipales de la Niñez y Adolescencia,  Centros de detención de adolescentes en conflicto con la ley, hogares de protección a NNA.  

· Adecuar la legislación interna a la CPE y  a las convenciones y  tratados de derechos humanos  principalmente en temas de adolescentes en conflicto con la ley penal, violencia sexual contra NNAs, y las adopciones naciones e internacionales.
DECLARACIÓN A LA PRENSA DE LA ALTA COMISIONADA DE LA ONU PARA LOS DERECHOS HUMANOS
DECLARACIÓN A LA PRENSA DE LA ALTA COMISIONADA DE LA ONU PARA LOS DERECHOS HUMANOS, NAVI PILLAY
La Paz, Bolivia (martes 16 de noviembre de 2010)
Muchas gracias a todos por acompañarnos; me complace estar aquí con ustedes. Vine a Bolivia esta primera vez para comprender directamente las dinámicas que se dan actualmente en el Estado Plurinacional de Bolivia en lo que respecta a los derechos humanos. Vine también para explorar vías mediante las cuales mi oficina pueda seguir ofreciendo apoyo y asesoría al país. 
Quisiera agradecer al gobierno del Estado Plurinacional de Bolivia la invitación a venir que me extendieron en febrero, durante el examen del país por parte del Consejo de Derechos Humanos. Esta mañana me reuní con el Presidente Evo Morales, y durante los últimos cuatro días he sostenido una serie de discusiones fructíferas con los Ministros de Justicia, Relaciones Exteriores, Transparencia, Economía y otros funcionarios clave del gobierno, así como con representantes de la Asamblea Legislativa y del Poder Judicial. 
Me reuní también con el defensor del pueblo, autoridades indígenas, representantes de la comunidad Afro Boliviana y víctimas de la tortura. Asimismo, sostuve encuentros con varias organizaciones de la Sociedad Civil que trabajan en el campo de los derechos humanos. Sus perspectivas y el tipo de información que recaudan son, sin duda, de gran importancia para el mejoramiento y el mantenimiento de la situación de los derechos humanos en todos los países. 

De igual forma, tuve reuniones con embajadores, jefes de programas de cooperación en Bolivia y funcionarios de alto rango de la ONU. Me complació ver el buen nivel de cooperación entre los organismos de la ONU en las áreas de protección de los derechos humanos, educación y derechos económicos y sociales. 
Felicité al gobierno por las profundas reformas legales, políticas e institucionales dirigidas a poner fin a la discriminación y exclusión históricas de los pueblos indígenas y otros grupos vulnerables. Quisiera alentar a las autoridades a que continúen impulsando sus esfuerzos en esa misma dirección. 
La Constitución del Estado Plurinacional de Bolivia representa un paso histórico que envía un claro mensaje a otras naciones del continente y aún más allá. El proceso de formación de nación más sólido es aquél que toma plenamente en cuenta y promueve los derechos de todos los ciudadanos, sin que priven sus raíces étnicas, cultura, género, edad, clase o lenguaje. 

La institucionalización del sistema de justicia originaria, tal como lo indicó el Relator Especial de la ONU James Anaya, “reconoce la innegable realidad de la existencia y la operación efectiva durante cientos de años de varios sistemas de justicia indígena correspondientes a diferentes nacionalidades y pueblos”. 

Sin embargo, a pesar de las profundas reformas legales, políticas e institucionales dirigidas a reconocer los derechos originarios, la mayoría de los indígenas continúan sufriendo de pobreza extrema y exclusión. 
La reciente adopción de una ley contra el racismo representa un avance histórico, el cual recibo con beneplácito dado que también fue solicitado por las Naciones Unidas durante mucho tiempo. En este contexto, no obstante, permítanme señalar que la prohibición de diseminación de ideas racistas, si no está adecuadamente regulada, puede afectar el derecho a la libertad de expresión. La ley internacional requiere que los Estados castiguen el racismo y la discriminación racial. El discurso racista, el discurso del odio y la incitación a la violencia racial son inaceptables en una sociedad democrática. En consecuencia, no pueden estar protegidos por la libertad de expresión. 
Sin embargo, para proteger la legítima libertad de expresión y para diferenciarla de las expresiones que incitan al odio y la violencia, la ley internacional requiere que las limitaciones sean estipuladas por ley, que sean definidas de forma clara y precisa, y que sean implementadas por un ente independiente. 
Los problemas en la administración de la justicia no son nuevos, ni comenzaron con este gobierno. No necesito entrar en detalles pues ustedes conocen bien los problemas que ha enfrentado el Poder Judicial. Reconozco el hecho de que este gobierno ha tomado algunas medidas para asegurar un mínimo funcionamiento del sistema. 
No obstante, me preocupa la falta de acceso a la justicia, especialmente en las comunidades rurales, y la amplia impunidad que existe no sólo en los casos de violaciones a los derechos humanos del pasado, sino también en casos recientes. 
En la lucha contra la impunidad en todos los crímenes, incluida la corrupción, la presunción de inocencia, el debido proceso y el juicio justo son principios cruciales que deben ser respetados. También me preocupa que, si bien es necesario superar el impasse con respecto a los retrasos en la administración de justicia, ahora es el momento de comenzar la selección de candidatos para los tribunales superiores de forma urgente, con el fin de asegurar la independencia del Poder Judicial. 
Quiero felicitar al Gobierno por todos los buenos programas sociales para aliviar la pobreza y la exclusión, además de una serie de proyectos de ley en la Asamblea Plurinacional para enfrentar algunos de los problemas de más larga data, tales como la violencia contra la mujer y los niños, los derechos originarios y los derechos de los más vulnerables, así como la tortura. 

En este sentido, quiero señalar que cualquier proceso que implique transformaciones profundas se logra alcanzar de manera más sólida y duradera si se lleva a cabo con la plena participación de todos los sectores de la sociedad. Aliento a la Asamblea Legislativa Plurinacional a que aseguren la transparencia y el tiempo adecuado para el diálogo y el análisis de todos los proyectos de ley. Además, los procesos legislativos deben estar enraizados en los principios universales y los valores que forman parte de la ley internacional. 
Subrayo la importancia de asegurar que las leyes bolivianas cumplan plenamente con la ley y los estándares internacionales de los derechos humanos. Los exhorto a que hagan pleno uso de los servicios de mi oficina en Bolivia, donde estamos preparados para ayudarlos en esta gran empresa. 

Finalmente, quiero agradecer al Gobierno y al pueblo de Bolivia por la cálida acogida que me han dispensado. Ha sido un privilegio visitar este país. Espero regresar pronto. 

Muchas gracias.
En recuadro abajo al centro los logos de cosude y aos

� Reporte Estadístico Violencia Contra las Mujeres. Gestión 2007 y Datos Parciales Gestión 2008. Sistema de Información para la Vigilancia Ciudadana desde la Perspectiva de Género.  Datos.  Centro de Información y Desarrollo de la Mujer – CIDEM.  La Paz-Bolivia, 2009.


� Observatorio “Manuela” de Violencia, Feminicidio y Mujeres en Riesgo.  Boletina La Escoba 8 y 9.  Centro de Información y Desarrollo de la Mujer – CIDEM. La Paz-Bolivia, 2010.


� CIDH: Acceso a la justicia e inclusión social: el camino hacia el fortalecimiento de la democracia, 2007.


� Wilson Soria, Ex Director de Régimen Penitenciario


� Ejemplo: en 3 leyes (Ley de Lucha contra la Corrupción , Ley contra el Racismo y toda forma de Discriminación, y Ley General de Aduanas)  se crean 12 nuevos tipos penales
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